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Expediente 18 998

Actor: César Augusto Hernández Sanmartín y otro

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN “B”
Consejero Ponente (E): Danilo Rojas Betancourth
Bogotá D. C., veintinueve (29) de octubre de dos mil doce (2012)

Expediente: 18998
Radicación: 05001-23-26000-1994-00023-01
Actor: César Augusto Hernández Sanmartín y otro 
Demandado: Municipio de Medellín 
Naturaleza: Acción de reparación directa 
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 22 de mayo de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia-Sala Cuarta de Decisión, por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda.
SÍNTESIS DEL CASO
El 3 de febrero de 1992, a las 11:20 a.m., en la intersección entre la calle 58 y la carrera 53 de la ciudad de Medellín, se presentó un accidente de tránsito cuando el conductor de la motocicleta de placas GSK 81, con el ánimo de evitar atropellar a un peatón, viró a la izquierda, perdió el control del automotor y cayó por un puente –carrera 53- al que le faltaba un tramo del barandal de seguridad, a consecuencia de lo cual sufrió un trauma en la columna vertebral.
ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda
1. Mediante escrito presentado el 15 de diciembre de 1993 ante el Tribunal Administrativo de Antioquia (f. 44-82, c. ppl), los señores César Augusto Hernández Sanmartín y Victoria Elena Sanmartín Rendón, presentaron demanda de reparación directa en contra del municipio de Medellín, con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:
GRUPO I. Referentes a las erogaciones o costos en que hubo de incurrirse y que a su vez se subdivide en primera principal, primera principal subsidiaria, primera principal consecuencial y primera principal consecuencial subsidiaria.
PRETENSIÓN PRIMERA PRINCIPAL

Que se condene al municipio de Medellín a pagar a la señora Victoria Elena Sanmartín Rendón las siguientes sumas de dinero:

· La suma de $2.102.591 por concepto del pago de honorarios médicos y gastos clínicos a los cuales se refiere el hecho 12 de la presente demanda, erogaciones estas en las cuales incurrió la señora Victoria Elena Sanmartín el día 12 de febrero de 1992.

· La suma de $84.000.oo (…) los cuales debió haber pagado la prementada (sic) señora por efectos de tratamiento de fisioterapeuta con fecha 30 de marzo de 1992.
· La suma de $1.581.000.oo que debió pagar la señora Victoria Elena Sanmartín Rendón por concepto de asistencia de enfermería, (…) y cuyo pago escalonado concluyó el día 12 de junio de 1992.
En la sentencia debe ordenarse la actualización de dichas sumas a partir de la fecha de su desembolso por parte de la demandante.
PRETENSIÓN PRIMERA SUBSIDIARIA

En el evento en que no se reconozca la legitimación en la causa de la señora Sanmartín Rendón, para los efectos indemnizatorios a los que se refiere la pretensión primera principal, se ordene el pago de dichas sumas con los mismos reajustes a César Augusto Hernández Sanmartín.

PRETENSIÓN PRIMERA PRINCIPAL CONSECUENCIAL

Que se condene a la entidad pública, o sea al municipio de Medellín, a indemnizar a la señora Victoria Elena Sanmartín Rendón por los gastos financieros en los que hubo de incurrir para atender parcialmente el pago de las erogaciones a las que hace referencia la pretensión primera principal. Para este efecto se actualizará la suma de $92.371.oo, paulatinamente cuota por cuota a partir del día 7 de mayo de 1992 hasta el día 7 de mayo de 1995 y hasta la fecha de la sentencia.

A la sumatoria de dichos instalamentos actualizados se le sustraerá la cantidad actualizada que arroje el ítem al que se refiere la pretensión principal II consecuencial, de suerte que no haya lugar al pago de una doble indemnización, pudiéndose obtener así la suma que representa realmente el mayor costo en el que hubo de incurrir la mencionada señora. 

PRETENSIÓN II PRINCIPAL CONSECUENCIAL SUBSIDIARIA
En el evento en que no se reconozca la legitimación en la causa de la demandante Victoria Sanmartín Rendón, se haga la manifestación condenatoria anterior respecto del demandante César Augusto Hernández, ordenando entonces indemnizar a este por el gasto financiero en que hubo de incurrirse para sufragar gastos.

GRUPO II. Referentes a los perjuicios materiales en razón de la pérdida de capacidad laboral e impedimentos que de por vida ha de sufrir CÉSAR AUGUSTO HERNÁNDEZ SANMARTÍN.
Se refiere este grupo al daño material físico como tal.

PRETENSIÓN SEGUNDA PRINCIPAL: Que se condene al municipio de Medellín a pagar al demandante Hernández Sanmartín el perjuicio material sufrido en razón de la falla en el servicio de acuerdo con parámetros que deben ser establecidos por peritos.
(…).
GRUPO III. Referente al daño causado por concepto de los llamados perjuicios fisiológicos (…) o a la vida de relación.

Se fundamenta dicha pretensión en el hecho claro y evidente que la pérdida de sensibilidad en una pierna, las dificultades locomotivas (sic), las secuelas estéticas (…), limitan indiscutiblemente la vida cotidiana del demandante Hernández Sanmartín quien deberá dedicar su tiempo libre a actividades disímiles al deporte y quien además no contará con las posibilidades que antes tenía respecto de la llamada posibilidad de relación.
(…).

Como no existe manera de cuantificar tal pérdida se le solicita al juzgador que al momento de dictar sentencia, determine la suma que como capital permitirá hallar otras fuentes de placer. No obstante y para efectos de determinación de la cuantía en el presente líbelo, se estima dicha suma en cinco millones de pesos al momento de presentación del líbelo, capital que produciría una renta mensual del $100.000.oo aproximadamente, si se tiene en cuenta un rendimiento del 24% anual. Dicha suma parece acomodarse hoy por hoy a la sustitución de actividades que el lesionado no podrá desarrollar.

PRETENSIÓN TERCERA PRINCIPAL: Que se condene al municipio de Medellín a pagar a César Augusto Hernández Sanmartín la suma requerida para indemnizar el daño por perjuicio fisiológico.

GRUPO IV.

Referente al daño moral (dolor subjetivo intenso) sufrido por el demandante César Augusto Hernández Sanmartín como, en menor grado, por su señora madre Victoria Elena Sanmartín Rendón quien además de estar estrechamente vinculada a su hijo, ha visto “lisiado” el objeto de sus esfuerzos. Dicha indemnización de lo incuantificable e imposible y que no pretende más que servir de acicate a lo que no puede volverse atrás, será también objeto de valuación judicial.
Pese a ello y únicamente para efectos de cuantificación y habida cuenta de la edad de Hernández Sanmartín y de la estructura familiar, nos atrevemos a sugerir que dicha indemnización sea de 1.000 gramos de oro fino para el demandante Hernández Sanmartín y de 800 gramos para su señora madre.
PRETENSIÓN CUARTA PRINCIPAL: Que se condene al municipio de Medellín a pagar el daño moral o precio del dolor sufrido por ambos demandantes, el cual se tasará en la sentencia en gramos de oro fino y cuyo monto en pesos se liquidará al momento de quedar ejecutoriada la sentencia definitiva (negritas y subrayado original).
1.1. En respaldo de sus pretensiones, la parte actora adujo que: 
1.1.1. El 3 de febrero de 1992, a las 10:00 a.m., el señor César Augusto Hernández Sanmartín se movilizaba en la motocicleta de placas GSK 81, por la calle 58 de la ciudad de Medellín, en sentido occidente-oriente y a la altura de la intersección con la carrera 53 detuvo la marcha, comoquiera que el semáforo allí ubicado tenía la luz roja encendida.

1.1.2. Cuando el semáforo cambió a verde y la marcha de los automotores se inició, un peatón de forma imprudente pretendió cruzar la calle, por lo que el motociclista debió virar de forma intempestiva a la izquierda, para no atropellarlo.

1.1.3. Como consecuencia del cambio brusco de dirección, el señor Hernández perdió el control de la motocicleta, invadió la carrera 53 y fue a parar “contra el perfil de la acera peatonal existente en el lado occidental del puente o paso a nivel que hace parte de la carrera 53, arrojando al conductor contra el borde o tope de dicho puente donde debería existir una baranda apta para evitar la caída de vehículos y personas” y, en virtud de que la baranda se había “desmoronado” meses antes, no pudo contener al motociclista, quien cayó desde una altura de 6 metros.
1.1.4. Como consecuencia de la caída, el señor Hernández Sanmartín sufrió una grave lesión en la columna vertebral que le generó a él y a su madre, perjuicios de índole moral y material.
II. Trámite procesal
2. En su escrito de contestación de la demanda el municipio de Medellín se opuso a las pretensiones y respecto de los hechos señaló que se atenía a lo que resultara acreditado en el expediente (f. 87-89 c. ppl).

3. Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas, el Tribunal a quo profirió sentencia de primera instancia el 22 de mayo de 2000 (f. 216-223 c. ppl) y en ella resolvió negar las pretensiones de la demanda, con fundamento en que si bien se acreditó el daño corporal sufrido por el señor César Augusto Hernández Sanmartín, el escaso material probatorio allegado al expediente y que se encuentra en estado de valoración, permite tener por acreditado que el accidente de tránsito del cual se derivó el daño, se debió a la imprudencia de un peatón, quien pretendió atravesar una vía altamente transitada sin percatarse de que por la misma se desplazaba la motocicleta conducida por Hernández Sanmartín, quien con el ánimo de esquivarlo, viró a la izquierda, perdió el control del automotor y cayó hacia un desnivel de aproximadamente 6 metros de altura.
4. Contra la anterior decisión, la parte actora interpuso oportunamente recurso de apelación (f. 225-241 c. ppl) con el propósito de que la sentencia fuera revocada y en su lugar se accediera a las pretensiones de la demanda, en atención a que el material probatorio demuestra que el daño padecido fue el resultado de una falla del servicio en la que incurrió la administración, consistente en no tener en adecuado estado de mantenimiento las vías urbanas y sus mecanismos de seguridad, cuya presencia obedece a la necesidad de proteger a los usuarios de las mismas. En efecto –precisó el recurrente-, si bien el señor César Augusto Hernández Sanmartín debió efectuar una maniobra con el fin de no atropellar a una señora, quien imprudentemente cruzó la vía por la que aquél se movilizaba, y en consecuencia de ello, perdió el control del vehículo, lo cierto es que de contar la vía con el barandal, éste habría contenido al motociclista quien no habría caído desde una altura de 6 metros, como efectivamente ocurrió.

5. En la oportunidad para alegar de conclusión en esta instancia, la parte actora presentó una argumentación similar a la plasmada en el recurso interpuesto (f. 254-259 c. ppl). A su vez, el municipio de Medellín solicitó que la sentencia impugnada fuera confirmada, a cuyo efecto precisó que reiteraba los argumentos expuestos en la contestación de la demanda (f. 260 c. ppl).
CONSIDERACIONES

I. Competencia

6. El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios morales, supera la exigida por la norma para el efecto
. 

II. Validez de los medios de prueba
7. Fueron allegadas con la demanda 6 fotografías que supuestamente corresponden a la vía donde ocurrió el accidente de tránsito el 3 de febrero de 1992; sin embargo, se advierte que las mismas carecen de valor probatorio comoquiera que con éstas sólo se demuestra que unas imágenes fueron registradas, pero no existe certeza de que las mismas correspondan a los hechos por los cuales se demanda, toda vez que no es posible determinar cuál es su origen, o lugar y época en que fueron tomadas, en adición a que no fueron reconocidas o ratificadas en testimonios, o confrontadas con otros medios de prueba.
8. Así mismo, no se valorará la declaración rendida por quien dijo ser “Luz Aída Cano”, comoquiera que la deponente no aportó un documento idóneo que permitiera identificarla al momento de rendir su declaración
 –allegó una tarjeta de crédito-, con lo cual se incumplió el requisito consagrado en el artículo 227 del C.P.C., consistente en que, como formalidad previa a la práctica de la diligencia, el declarante debe encontrarse plenamente identificado. A propósito de la identificación del testigo como requisito de validez de la prueba, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

Si bien es verdad que el artículo 1 de la ley 39 de 1961 establece que la cédula de ciudadanía laminada es un documento idóneo para la identificación de los colombianos mayores de edad en asuntos civiles, administrativos y judiciales, no es menos cierto que ante la necesidad de allegar a un proceso el testimonio de quien por fuerza mayor no porta su cédula de ciudadanía en un momento determinado (destrucción o pérdida de la misma), la administración de justicia habida esa circunstancia, puede recepcionar la declaración testifical y valorarla luego en conjunto con los demás medios de prueba ‘decisión excepcional que resulta admisible’ según lo tiene dicho esta Corporación, ‘cuando sin reparo no hay en el expediente duda alguna sobre la identificación personal misma de la deponente’ (sentencia de 4 de agosto de 1988). Como salta a la vista esa excepcional identificación del testigo por medio distinto al de la cédula de ciudadanía, guarda armonía con la superior necesidad de administrar justicia entre los asociados, al propio tiempo que procura hacer efectivo el deber de testimoniar, impuesto a todos los residentes en Colombia por el art. 213 del Código de Procedimiento Civil
. 

9. No obstante la morigeración en la forma de identificar al testigo en aquellos eventos en los que éste no aporta la cédula de ciudadanía por razones de fuerza mayor –por ejemplo pérdida o destrucción-, de no ser posible su individualización con otros elementos de prueba aportados al proceso, no será posible, a pesar de ser recibida la declaración, su valoración, toda vez que no se tiene certeza de quién en realidad está rindiendo el respectivo testimonio, lo que impide corroborar si el declarante es la misma persona que estuvo en el lugar de los hechos y, por ende, si se encuentra en la capacidad de dar cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en las cuales aquellos se desenvolvieron.

10. En el sub examine, la declarante a quien se viene haciendo referencia no da cuenta de la razón por la cual no allegó su respectivo documento de identidad; en efecto, en la correspondiente acta únicamente se advierte que “no tiene cédula”, por lo que no se tiene conocimiento de si tal circunstancia en realidad obedeció a una razón de fuerza mayor, que permita, de manera excepcional, lograr su individualización a través de otros medios de convicción.
III. Hechos probados

11. De conformidad con las pruebas válidamente aportadas al proceso, se tienen probados los siguientes hechos relevantes:

11.1. El 3 de febrero de 1992, a las 11:20 a.m., en la intersección de la calle 58 con carrera 53 de la ciudad de Medellín, Antioquia, se presentó un accidente de tránsito en el que resultó involucrada la motocicleta marca yamaha, de placas GSK 81, conducida por el señor César Augusto Hernández Sanmartín, que se movilizaba por la calle 58 en el sentido occidente-oriente y la señora María Lucila Álvarez, quien se desplazaba a pie por la carrera 53 en el sentido sur-norte (copia auténtica del informe de accidente de tránsito y el croquis en él contenido, elaborado el 3 de febrero de 1992 –f. 8-9 c. ppl-).
11.2. Tanto la calle 58 como la carrera 53 son vías urbanas, ubicadas en un sector comercial de Medellín, en línea recta y plana, en asfalto, de una sola calzada la carrera y de dos la calle, ésta última con dos carriles y ambas vías de un solo sentido, con semáforos “operando”, señales de sentido vial y línea de carril en la calle y, para el día de los hechos, secas y en buen estado general, salvo un tramo de la carrera 53 -que luego de la intersección con la calle 58 se convierte en un puente-, cuyo costado derecho tenía un barandal de seguridad incompleto, pues faltaba una porción del mismo (copia auténtica del informe de accidente de tránsito y el croquis en él consignado –ya referenciados-).
11.3. En cuanto a las circunstancias en las que se presentó el accidente, se tiene que el conductor de la motocicleta de placas GSK 81, que se movilizaba por la calle 58, viró a la izquierda con el propósito de evadir a la señora María Lucila Álvarez, quien pretendió cruzar dicha calle, a pesar de que la luz verde del semáforo se encontraba encendida por lo que los automotores, entre ellos la motocicleta, se encontraban en movimiento. Cuando el señor Hernández Sanmartín giró a la izquierda invadió la carrera 53, perdió el control del automotor y cayó hacia la parte inferior del puente, justo por el tramo en el que faltaba un pedazo del barandal de seguridad (copia auténtica de: el croquis contenido en el informe de accidente de tránsito elaborado por el INTRA –ya citado- y la providencia de agosto 24 de 1992, proferida dentro del proceso contravencional n.° 006444, por la Secretaría de Transportes y Tránsito de Medellín-Inspección Primera Municipal –f. 22 c. ppl-).
11.4. Tiempo después de que ocurriera el accidente, el tramo del barandal de seguridad del costado derecho de la carrera 53, en el sentido sur-norte, por donde cayó el señor César Augusto Hernández Sanmartín, fue reparado (acta de abril 28 de 1995 correspondiente a la diligencia de inspección judicial al lugar de los hechos, practicada por el a quo con presencia de las partes –f.119-120 c. ppl-).
11.5. Como consecuencia del accidente del 3 de febrero de 1992, el señor Hernández Sanmartín presentó “trauma de cadera y columna y laceraciones varias” y debió ser intervenido quirúrgicamente con el propósito de reducir una “fractura aplastamiento de columna vertebral nivel L-2” que le generó paraparesia de miembros inferiores, así mismo, estuvo sometido a un proceso de rehabilitación, situación que le comportó una incapacidad temporal definitiva de 180 días y una pérdida de su capacidad laboral permanente del 28,23% (copia auténtica de: el informe de accidente de tránsito en mención y los reconocimientos médico legales practicados al señor Hernández Sanmartín –f. 18-130-132 c. ppl- y en original: dictamen n.° 2657-12, rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia –f. 315-319 c. ppl-):
11.5.1. Según los reconocimientos médico legales practicados a César Augusto Hernández Sanmartín, como consecuencia del accidente de tránsito por él sufrido el 3 de febrero de 1992, presentó:
Paciente quien sufre accidente de tránsito el día 3 de febrero de 1992 y presenta fractura aplastamiento de columna vertebral nivel L-2 con paraparesia de miembros inferiores. Es intervenido de su columna el día 4 de febrero de 1992 y en la fecha se encuentra en su casa en proceso de rehabilitación. En el momento actual es incapaz de caminar y transportarse por sus propios medios (…) (copia auténtica del reconocimiento médico legal practicado al señor César Augusto Hernández Sanmartín el 26 de febrero de 1992 –f. 18 c.ppl-).
En la fecha [30 de julio de 1992] fue reconocido César Augusto Hernández Sanmartín, con c.c. (…) quien tiene corsé que inmoviliza abdomen y tórax que no es prudente retirar, usa bastón al lado izquierdo para la marcha. Tiene cicatrices quirúrgicas así: (1) 20 cms. columna dorso-lumbar. (2) 8 cms. glúteo superior izquierdo. Según escanografía de columna toraco-lumbar  de la clínica SOMA del 4 de febrero de 1992, se aprecia fractura conminuta del cuerpo vertebral segundo lumbar  con fragmento óseo en el canal espinal que causa compresión severa. Además fractura de lámina izquierda y carillas articulares derecha L2. Nueva escanografía del 10 de febrero de 1992 muestra la fractura de L2 y material de osteosíntesis desde D12 a L4 con fractura apófisis transversales L1, L2, L3 y L4. (…) La incapacidad provisional mayor de ciento cincuenta (150) días (copia auténtica del reconocimiento médico legal practicado al señor César Augusto Hernández Sanmartín el 30 de julio de 1992 –f. 132 c. ppl-).
En esta fecha [15 de agosto de 1995] fue reconocido por segunda vez CÉSAR AUGUSTO HERNÁNDEZ SANMARTÍN, entra caminando sin apoyo, sin déficit. En la región pre-vertebral dorso-lumbar y glútea superior izquierda, hay cicatrices lineales antiguas. En la parte superior de la cicatriz paravertebral se observa y palpa una zona blanda de 1x1 cms. La incapacidad definitiva es de ciento ochenta (180) días y como secuela queda una deformidad física por las cicatrices (reconocimiento médico legal practicado al señor César Augusto Hernández Sanmartín el 15 de agosto de 1995 –f. 130 c. ppl-).
11.5.3. Como secuelas de la lesión padecida el 3 de febrero de 1992, el señor Hernández Sanmartín en la actualidad presenta:
(…) Secuelas de fractura de L2 y fijación con material de osteosíntesis de columna lumbar. Espondilitis anquilosante. Dolor a lo largo de la columna vertebral. Limitación funcional por rigidez de columna cervical, dorsal y lumbar consistentes en dificultad para la marcha, para bañarse, afeitarse, manejar automotores, práctica de deporte, dormir, encontrar posición adecuada en la cama, para voltearse. (…) Las limitaciones funcionales mencionadas no son susceptibles de mejoría. El dolor crónico es de manejo medicamentoso, pero no es posible que desaparezca definitivamente. (…) Las limitaciones funcionales en especial para la marcha, para las actividades de la vida diaria son definitivas. (…).
Examen físico: (…). Región dorso lumbar: Cicatriz vertebral quirúrgica sana de T12 a L4, prominencia ósea y de tejido blando de 4 x 4 cms., cifosis dorsal, pérdida de la lordosis lumbar, no escoliosis, flexión de 50°, no realiza extensión, inclinaciones de 10°, rotaciones de 10°.

Extremidades inferiores: Cicatriz glúteo superior izquierdo por extracción de injerto, no logra hacer marchas en punta-talón, cuclillas con dificultad. Reflejos hipoactivos rotulianos, ausencia de reflejo aquiliano izquierdo, fuerza muscular de 5/5 en miembros inferiores, hipoestesia cara antero lateral de muslo y pantorrilla izquierdos. (…).

Análisis y conclusión: (…). Se califica con Decreto 917 de 1999, una pérdida de capacidad laboral del 28,23% por el daño traumático [en accidente de tránsito] documentado (en original dictamen n.° 2657-12, rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia el 14 de mayo de 2012 –f. 315-319 c. ppl-).
11.6. César Augusto Hernández Sanmartín es hijo de Victoria Elena Sanmartín (certificado del registro civil de nacimiento del señor Hernández –f. 39 c. ppl).
IV. Problema jurídico
12. Procede la Sala a determinar si el daño padecido por la parte actora resulta imputable a los demandados, a efectos de lo cual deberá darse respuesta al siguiente interrogante: ¿las lesiones sufridas por César Augusto Hernández Sanmartín con ocasión del accidente de tránsito ocurrido el 3 de febrero de 1992, tuvieron como causa una falla del servicio atribuible al municipio de Medellín? o por el contrario, ¿se configuró la causal excluyente de responsabilidad del hecho de un tercero –tal como lo consideró el a quo-?
V. Análisis de la Sala

13. De conformidad con los hechos probados, la Sala tiene por demostrado el daño invocado por la parte actora, es decir, está debidamente acreditado que el señor César Augusto Hernández Sanmartín sufrió una lesión en la columna vertebral, como resultado del accidente de tránsito ocurrido el 3 de febrero de 1992, en la intersección entre la calle 58 y la carrera 53 de la ciudad de Medellín, Antioquia.
14. En cuanto a la imputación del daño a la demandada, las pruebas allegadas al expediente son contundentes en demostrar que si bien el señor César Augusto Hernández Sanmartín se vio compelido a virar precipitadamente a la izquierda la motocicleta en la que se desplazaba, con el propósito de no atropellar a la señora María Lucila Álvarez, quien de forma imprudente se aprestó a cruzar la calle por la que transitaba el primero, sin percatarse de que el semáforo se encontraba en verde y por lo tanto los automotores ya se encontraban en movimiento; lo cierto es que la caída del señor Hernández Sanmartín a la parte inferior del puente de la carrera 53 se debió a una falla del servicio en la que incurrió la demandada, consistente en no conservar en adecuado estado de mantenimiento dicha vía, comoquiera que la misma no contaba con el barandal de seguridad completo y, justamente por el tramo faltante fue por donde el conductor de la motocicleta se precipitó.
15. Resulta palmario que la presencia de ese tipo de medidas de seguridad –barandales- se justifica, precisamente, para evitar que se presenten hechos como los del sub lite; es decir, la razón de ser de un barandal de seguridad en un puente es la de servir de contención a los automotores y peatones que por el lugar se desplacen, a fin de evitar que éstos se precipiten hacia el desnivel, tal como ocurrió con el señor Hernández Sanmartín, quien al momento de perder el control de la motocicleta que conducía, no contó con la posibilidad de que el barandal de seguridad detuviera su desplazamiento pues había un faltante en un tramo del mismo por donde finalmente se desplomó, con las consecuencias para su salud ya anotadas.
16. Para la Sala resulta evidente que una situación como la ocurrida el 3 de febrero de 1992 no era ni imprevisible ni mucho menos irresistible para la administración; en efecto, era previsible que si en un puente por el que circulan vehículos e incluso peatones, no cuenta con las adecuadas medidas de seguridad, como por ejemplo, un barandal de protección en adecuado estado de mantenimiento, los usuarios del mismo pueden sufrir caídas hacia la parte inferior pues no se contaría con elemento alguno que sirviera de contención; en efecto, el hecho de que el puente por donde cayó el demandante tuviera un barandal, dañado en uno de sus tramos, permite inferir que la administración había advertido la necesidad del mismo, sin embargo, cuando éste se deterioró no adoptó medida alguna tendiente a repararlo, por lo que, además, resulta palmario que los hechos en los que resultó lesionado el señor Hernández Sanmartín podían ser resistidos por la demandada, en la medida en que si el barandal hubiera sido reparado oportunamente, aquél hubiera contado con la posibilidad de que su desplazamiento hacia la parte inferior del puente hubiera sido detenido.
17. Ahora bien, no escapa a la Sala la circunstancia de que la conducta negligente de la señora María Lucila Álvarez concurrió en la producción del daño; sin embargo, la misma no reviste la característica de causa exclusiva y excluyente del daño, por lo tanto, la parte demandada no se exime de responsabilidad, en tanto que: (i) ha quedado claramente establecida la intervención de la demandada como causante del daño –falla del servicio-, lo cual impone que la participación de un tercero como concausa, genere la responsabilidad solidaria y (ii) la solidaridad entre quienes concurren a la producción del daño, da lugar a que la parte demandada responda en un todo por las reclamaciones indemnizatorias, sin perjuicio de la repetición que puede adelantar contra el otro co-causante del daño –art. 2344 C. Civil-.
18. En consecuencia de lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada, en el sentido de declarar al municipio de Medellín, responsable por el daño padecido por César Augusto Hernández Sanmartín, 3 de febrero de 1992.
VI. Liquidación de perjuicios
19. Procede la Sala a fijar el monto de los perjuicios con fundamento en las pretensiones formuladas en la demanda y en las pruebas obrantes dentro del proceso.
VI.1. Perjuicios morales

20. Establecida la lesión padecida por el señor César Augusto Hernández Sanmartín -supra párr. 11.5.- es posible afirmar que aquél sufrió perjuicios morales con ocasión de la misma. Por otra parte, la demostración del parentesco en el primer grado de consanguinidad, entre Victoria Elena Sanmartín (madre) y el lesionado -supra párr. 11.6.-, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que aquélla sufrió por la lesión infligida a éste.

21. Respecto al valor de la condena por este concepto, los demandantes solicitaron que ésta se fije en la suma de 1 000 gramos oro para el lesionado y 800 gramos de oro para su madre. Sin embargo, teniendo en cuenta que la Sala abandonó el criterio de remisión al oro para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral y señaló que ésta debe fijarse por el juzgador en cada caso según su prudente juicio
 en salarios mínimos legales mensuales vigentes, se procederá a determinar el quantum de las respectivas indemnizaciones en moneda legal colombiana, teniendo en cuenta para ello la gravedad del daño sufrido por los demandantes.
22. Con fundamento en lo anterior, la Sala fijará así el valor de la indemnización debida por concepto de daño moral: cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para el señor César Augusto Hernández Sanmartín (lesionado) y veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para la señora Victoria Elena Sanmartín (madre).
23. Dicho monto se considera razonable y ajustado al principio de igualdad, toda vez que esta Corporación en casos donde se ha decretado una incapacidad de 25.17% ha reconocido por perjuicios morales 40 s.m.l.m.v. para el lesionado y 20 s.m.l.m.v. para cada uno de sus padres
, en otros casos frente a una del 39.36%, 66 s.m.l.m.v. para el lesionado y 33 s.m.l.m.v. para cada uno de sus padres
 y de 49.85%, 70 s.m.l.m.v. para el lesionado y 35 s.m.l.m.v. para cada uno de sus padres
.
VI.2. Daño a la salud
24. En la demanda se solicitó por concepto de “perjuicios fisiológicos o a la vida de relación”, un monto mínimo de $5 000 000 a favor de César Augusto Hernández Sanmartín, comoquiera que la lesión por él sufrida afecta su capacidad de goce y disfrute de la vida.
25. Probado como está que a consecuencia de sus lesiones al señor Hernández Sanmartín le fue dictaminada una pérdida de su capacidad laboral del 28,23%, que presenta dificultades funcionales por rigidez de la columna vertebral definitivas, tales como: “dificultad para la marcha, para bañarse, afeitarse, manejar automotores, práctica de deporte, dormir, encontrar posición adecuada en la cama, para voltearse” -supra párr. 11.5.3-, la Sala considera que se configuró un daño a la salud
, que debe ser compensado con un monto correspondiente a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ejecutoria de esta sentencia.
26. Dicho monto se considera razonable y ajustado al principio de igualdad, toda vez que esta Corporación en casos donde se ha decretado una incapacidad de 25,17% ha reconocido por daño a la salud
 50 s.m.l.m.v.
, en otros casos frente a una del 39,36%, 66 s.m.l.m.v.
 y de 49,85%, 180 s.m.l.m.v.
.
VI.3. Daño emergente
27. Se solicitó en la demanda a favor de la señora Victoria Elena Sanmartín y, subsidiariamente, a favor de César Augusto Hernández Sanmartín, el reconocimiento y pago de las sumas de dinero que debieron sufragar con ocasión de la lesión sufrida por este último, el 3 de febrero de 1992, consistentes en: gastos médicos, clínicos, quirúrgicos, de rehabilitación, fisioterapia y enfermería.
28. Al respecto advierte la Sala que aunque en el expediente obra un dictamen pericial (f. 160-170 c. ppl), en el cual se contabilizan las posibles erogaciones en las que pudo haber incurrido la señora Sanmartín, con ocasión de la lesión sufrida por su hijo, se aprecia que dicho peritaje no cuenta con soporte alguno respecto de las cifras utilizadas para el cálculo del perjuicio, comoquiera que los peritos contables manifiestan haber atendido lo consignado en las cuentas de cobro, facturas y certificaciones allegadas al expediente, las cuales no fueron todas cubiertas por la mencionada demandante.

29. Por lo anterior y con fundamento en el numeral 6 de artículo 237 del C. de P. C., según el cual la apreciación de los dictámenes periciales debe obedecer a la firmeza, precisión, detalle y claridad de los fundamentos del mismo, de lo cual adolece el dictamen en comento, no se dará crédito a lo allí manifestado. Respecto de la carencia de eficacia probatoria de los dictámenes periciales ha señalado la jurisprudencia del Consejo de Estado:

Sobre la prueba pericial, el Código de Procedimiento Civil enseña que es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos (art. 233); sobre la práctica de la peritación (art. 237 ibídem) dispone que “El dictamen debe ser claro, preciso y detallado; en él se explicarán los exámenes, experimentos e investigaciones efectuados, lo mismo que los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones” (numeral 6º), a lo cual la doctrina nacional explica que “en el dictamen debe aparecer el fundamento de sus conclusiones.  Si el perito se limita a emitir su concepto, sin explicar las razones que lo condujeron a esas conclusiones, el dictamen carecerá de eficacia probatoria y lo mismo será si sus explicaciones no son claras o aparecen contradictorias o deficientes…
.
Así mismo:

Finalmente en relación con el dictamen pericial que obra en el expediente (…) la Sala advierte que el mismo no está debidamente razonado, porque sus fundamentos están sin la firmeza, precisión y claridad que se deben predicar del mismo, y que además sus conclusiones son inexactas en cuanto su contenido adolece de algunas inconsistencias. 

(…) se evidencia que el dictamen pericial impide llegar al convencimiento del fallador sobre la validez de las conclusiones consignadas en el experticio, por cuanto se advierte una serie de inconsistencias y no se fundamentaron muchas de las afirmaciones consignadas en el dictamen, por lo que en consideración de la Sala el dictamen carece de eficacia probatoria, toda vez que contrastan con la finalidad prevista para esta prueba en el artículo 233 del C. de P. Civil., lo cual impone que se deseche
.
30. No obstante lo anterior, las pruebas que al respecto reposan en el expediente dan cuenta de que el 12 de febrero de 1992 el señor César Augusto Hernández Sanmartín pagó un monto de $925 000 al médico especialista en ortopedia y traumatología Ignacio Correa Arango, por concepto de “los honorarios profesionales” por la cirugía de columna practicada al primero el 4 de febrero de ese mismo año, junto con el médico Humberto Uribe (en original recibo de pago de febrero 12 de 1992, suscrito por el Dr. Ignacio Correa Arango y testimonio rendido por el mismo el 6 de abril de 1995, en el que reconoció como suyo el mencionado documento y sostuvo que su contenido era veraz –f. 28-104-106 c. ppl-).
31. También se acreditó que la señora Victoria Elena Sanmartín, efectuó los siguientes pagos, con ocasión de la lesión sufrida por César Augusto Hernández Sanmartín: 
31.1. $84 000 al fisioterapeuta Ernesto Mejía Lalinde el 30 de marzo de 1992, por concepto de honorarios por el servicio a domicilio de “rehabilitación física de las secuelas que el accidente le dejó” (en original: recibo de pago de marzo 30 de 1992, suscrito por el fisioterapeuta Ernesto Mejía Lalinde y testimonio rendido por el mismo el 6 de abril de 1995 –f. 30-106 c. ppl-).
31.2. $605 000 a la auxiliar de enfermería Nubia del Socorro Álvarez Agudelo, entre el 13 de febrero de 1992 y el 12 de junio del mismo año, por concepto de honorarios por el servicio diurno a domicilio de “cuidados de enfermería básicos” (en original: certificación suscrita por la auxiliar de enfermería Nubia del Socorro Álvarez Agudelo y testimonio rendido por la misma el 6 de abril de 1995, en el que reconoció como suyo el mencionado documento y sostuvo que su contenido era veraz –f. 37-110-111 c. ppl-).
31.3. $976 000 a la auxiliar de enfermería María Teofista Roldán Tobón, entre el 12 de febrero de 1992 y el 12 de junio del mismo año, por concepto de honorarios por el servicio nocturno a domicilio de cuidados de enfermería (en original: certificación suscrita por la auxiliar de enfermería María Teofista Roldán Tobón y testimonio rendido por la misma el 6 de abril de 1995, en el que reconoció como suyo el mencionado documento y sostuvo que su contenido era veraz –f. 38-111-112 c. ppl-).

31.3. Respecto de los gastos de hospitalización de César Augusto Hernández Sanmartín del 3 al 12 febrero de 1992, en la clínica SOMA-Sociedad Médica Antioqueña S.A., éstos no fueron sufragados ni por la señora Victoria Elena Sanmartín ni por César Augusto Hernández Sanmartín, sino por el señor Carlos Alfonso Ramírez Zapata (en original certificación suscrita por la señora Beatriz Giraldo del Departamento de Contabilidad de la clínica SOMA –f. 29 c. ppl-).
32. De conformidad con lo expuesto, es claro que tanto César Augusto Hernández Sanmartín como Victoria Elena Sanmartín, incurrieron en erogaciones con ocasión del accidente de tránsito en el que el primero se vio involucrado el 3 de febrero de 1992; en consecuencia, se accederá al reconocimiento de daño emergente, constituido por los valores referidos, los cuales deberán ser actualizados a la fecha de la presente sentencia, así:

Daño emergente a favor de César Augusto Hernández Sanmartín

Ra =  R   I. Final     

     I. Inicial
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica -$925 000-.
I Final  = Índice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Índice de precios al consumidor de la fecha de la erogación -12 de febrero de 1992-.
Ra= $925 000  x     111.69




 14.87
Ra= $6 947 764
33. Total por daño emergente a reconocer a favor de César Augusto Hernández Sanmartín: $6 947 764.
Daño emergente a favor de Victoria Elena Sanmartín
Ra =  R   I. Final     

     I. Inicial
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica -$84 000-.
I Final  = Índice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Índice de precios al consumidor de la fecha de la erogación -30 de marzo de 1992-.
Ra= $84 000  x     111.69



        15.21
Ra= $616 828
Ra =  R   I. Final     

     I. Inicial
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica -$605 000-.
I Final  = Índice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Índice de precios al consumidor de la fecha de la erogación -12 de junio de 1992-.
Ra= $605 000  x     111.69




 16.37
Ra= $4 127 822
Ra =  R   I. Final     

     I. Inicial
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica -$976 000-.
I Final  = Índice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Índice de precios al consumidor de la fecha de la erogación -12 de junio de 1992-.
Ra= $976 000  x     111.69




 16.37
Ra= $6 659 098
34. De acuerdo con lo anterior, la indemnización por perjuicios materiales en modalidad de daño emergente a favor de la señora Victoria Elena Sanmartín, es de: $616 828 + $4 127 822 + $6 659 098 = $11 403 748.
VI.4. Lucro cesante

35. Se pidió en la demanda el reconocimiento de lucro cesante consolidado y futuro a favor de César Augusto Hernández Sanmartín, en atención a que la lesión por él sufrida le determinó una pérdida de su capacidad laboral. 
35.1. Al respecto, las pruebas allegadas al expediente dan cuenta de que para el momento de los hechos, aquél se encontraba en una edad laboralmente productiva -19 años- y no se encontraba estudiando, pues el segundo semestre de 1991 se había retirado de la Universidad Pontificia Bolivariana de Medellín, donde cursaba el programa de derecho y ciencias políticas (en original certificación de marzo 4 de 1993 expedida por la Universidad Pontificia Bolivariana de Medellín y certificado del registro civil de nacimiento del señor Hernández Sanmartín –f. 32-39 c. ppl-). 
35.2. Así mismo, se probó que el señor Hernández Sanmartín estuvo incapacitado por 180 días, contados a partir del día en que ocurrió el accidente de tránsito -supra párr. 11.5.- y, que como consecuencia del mismo quedó con una pérdida de su capacidad laboral de carácter permanente correspondiente a un 28,23%, -supra párr. 11.5.3.-, es decir, por encontrarse establecido el carácter cierto del daño padecido por el demandante, hay lugar a su reconocimiento e indemnización.
35.3. En cuanto al periodo a indemnizar, este deberá contarse a partir de la fecha en que se produjo el daño, es decir, a partir del 3 de febrero de 1992 hasta el 3 de agosto de ese mismo año, a efectos de indemnizar los 180 días que César Augusto estuvo incapacitado y, desde el 4 de agosto de 1992, fecha en que cesó la incapacidad hasta el límite de su vida probable, esto es: 682,2 meses, en atención a que para esa fecha tenía 19 años –nacido el 12 de diciembre de 1972-.

35.4. Respecto a la renta base para la liquidación, no obra en el expediente prueba alguna de lo que el señor Hernández Sanmartín devengaba para la época del daño; así las cosas, en ausencia de elementos probatorios que acrediten el monto de los ingresos mensuales, se tomará como base para la liquidación del lucro cesante el valor de un salario mínimo legal mensual actual, es decir $566 700, suma que se incrementará en un 25%, por concepto de prestaciones sociales, para un total de $708 375. Este valor se tomará como renta base para efectos de liquidar los 180 días de incapacidad y, del mismo se tomará el 28,23%, que corresponde al porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, es decir $199 974, a efectos de la liquidación correspondiente al segundo período de tiempo.
Indemnización consolidada

S= Ra (1 + i)n - 1

        i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual, es decir $708 375.
i= Interés puro o técnico: 0.004867.
n= Número de meses que comprende el período indemnizable, desde el 3 de febrero de 1992 al 3 de agosto del mismo año: 6 meses (180 días).

S= $708 375    (1 + 0.004867)6  - 1
                         0.004867        

S= $4 302 302
Indemnización consolidada

S= Ra (1 + i)n - 1

        i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual, es decir $199 974.
i= Interés puro o técnico: 0.004867.

n= Número de meses que comprende el período indemnizable, desde el 3 de agosto de 1992 hasta la fecha de esta sentencia: 242,86 meses.

S= $199 974    (1 + 0.004867)242,86  - 1
                         0.004867        

S= $92 511 183
Indemnización futura: 

36. Que abarca el tiempo calculado para la indemnización total (682,2 meses), menos el tiempo reconocido por indemnización vencida (242,86 meses), lo que arroja un resultado de 439,34 meses.

S = Ra (1 + i)n - 1
              i(1 + i)n
Donde:
S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $199 974
i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses a indemnizar: 439,34 meses

S = $199 974      (1+0.004867)439,34        -   1     


     0.004867 (1.004867)439,34 

S= $36 219 200
37. Total lucro cesante a favor de César Augusto Hernández Sanmartín: $4 302 302 + $92 511 183 + $36 219 200 = $133 032 685. Ahora bien, el total por perjuicios materiales a su favor es de: $6 947 764 (daño emergente) + $133 032 685 (lucro cesante) = $139 980 449.
VII.  Costas 

38. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

39. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia-Sala Cuarta de Decisión, el 22 de mayo de 2000, la que quedará así:

PRIMERO: DECLARAR patrimonialmente responsable al municipio de Medellín, por la lesión sufrida por el señor César Augusto Hernández Sanmartín el 3 de febrero de 1992, en esa ciudad.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR al municipio de Medellín a pagar por concepto de perjuicios morales: cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes para César Augusto Hernández Sanmartín y, veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes para Victoria Elena Sanmartín.
TERCERO: CONDENAR al municipio de Medellín a pagar por concepto de daño a la salud, a favor de César Augusto Hernández Sanmartín la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

CUARTO: CONDENAR al municipio de Medellín a pagar por concepto de perjuicios materiales: a favor del señor César Augusto Hernández Sanmartín, ciento treinta y nueve millones novecientos ochenta mil cuatrocientos cuarenta y nueve pesos ($139 980 449) y, para la señora Victoria Elena Sanmartín, once millones cuatrocientos tres mil setecientos cuarenta y ocho pesos ($11 403 748).

QUINTO: Sin condena en costas.
SEXTO: Cúmplase lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.
SÉPTIMO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
OCTAVO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE
DANILO ROJAS BETANCOURTH            STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
                             Presidente 

� En la demanda incoada el 15 diciembre de 1993, la pretensión mayor perjuicios morales, se estimó en $10 444 210, para el señor César Augusto Hernández Sanmartín (1 000 gms. oro). Por estar vigente al momento de la interposición del recurso de apelación que motiva esta sentencia, se aplica en el artículo 2° del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, que modifica el num. 10 del art. 132 del C.C.A., y que dispone que la cuantía para que un proceso iniciado en 1993 fuera de doble instancia, debe ser superior a $6 860 000.


� Sobre este punto ver: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de agosto 29 de 2012, exp. 20412, C.P. (E) Danilo Rojas Bethancourth.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 24 septiembre de 1994, exp. 4384, M.P. Pedro Lafont Pianetta.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de julio 22 de 2009, exp. 17421, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de julio 28 de 2011, exp. 20640, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de agosto 30 de 2007, exp. 15724, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Respecto del daño a la salud, ver: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de septiembre 14 de 2011, exps. 38222 y 19031, C.P. Enrique Gil Botero.


� Antes llamado perjuicio fisiológico o daño a la vida de relación.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de julio 22 de 2009, exp. 17421, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de julio 28 de 2011, exp. 20640, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencia de agosto 30 de 2007, exp. 15724, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, auto de enero 26 de 2006, exp. 52001-23-31-000-2002-00057-02(AP), C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, auto de noviembre 11 de 2009, exp. 15485, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.
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